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PRESENTACIÓN

La presente obra reúne treinta y seis trabajos publicados en el último lustro 
(2008-2013). Se publican tal y como aparecieron en su versión original en Méxi-
co y en varios países latinoamericanos y europeos, que de alguna manera refleja 
la dinámica tendencia de expansión del Derecho procesal constitucional.

Para una mayor claridad sistemática se han agrupado en cuatro partes. La 
primera refiere a los estudios relativos a la teoría general y a los que consideramos 
forjadores de la disciplina científica en su periodo fundacional (1928-1956). Las 
tres partes restantes comprenden ensayos sobre diversos tópicos que integran 
los sectores del Derecho procesal constitucional (de la libertad, orgánico, local y 
supranacional), a manera de superficie de la disciplina.

Como podrá fácilmente advertir el lector, no se trata de un libro sistemático 
y ni siquiera de trabajos acabados. Simplemente constituyen ensayos que están 
sujetos a revisión, pero que en su conjunto brindan una panorámica de la dis-
ciplina, de sus contenidos y desafíos. Varios de los trabajos aquí reunidos han 
sido escritos en coautoría con muy destacados juristas latinoamericanos, con 
quienes me une una amistad fraternal y de quienes tanto he aprendido. A todos 
ellos les agradezco la autorización para publicarlos en esta obra.

Mi agradecimiento también a Juan José Pons por la publicación de la obra en su 
prestigiosa editorial, y a los eximios doctores Diego Valadés y Héctor Fix-Zamudio, 
por haber aceptado escribir el Prólogo y el Estudio preliminar respectivamente.

Dedico este libro a dos juristas y seres humanos excepcionales. Al doctor 
Héctor Fix-Zamudio por el inmerecido privilegio de aprender a su lado en todos 
estos años y sobre todo por su amistad, siendo un ejemplo constante de vida. Y a 
la memoria del doctor Jorge Carpizo, que partió hace un año de manera inespe-
rada en su mejor momento, lleno de proyectos y vitalidad. Deja un hueco difícil 
de llenar en la comunidad universitaria de México y en el corazón de sus amigos 
y juristas iberoamericanos que tanto le debemos.

Eduardo Ferrer Mac-Gregor

Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM,
Ciudad de México, primavera de 2013
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prólogo

La obra que el lector tiene en su manos es producto del trabajo sistemático, 
inteligente y dedicado de uno de los más brillantes juristas mexicanos. Eduardo Fe-
rrer Mac-Gregor, autor de los ensayos que integran este volumen, es un escritor 
prolífico, un observador agudo de la realidad jurídica, un constructor de conceptos 
y de instituciones jurídicas. 

Quien lea las páginas que siguen va a constatar que su autor es un jurista en 
plena madurez; que posee una asombrosa erudición y que goza de una excepcional 
capacidad analítica. Reconocido ya como una figura descollante del Derecho en 
México, es representativo de una joven generación de juristas cuya creatividad está 
influyendo en importantes cambios institucionales en el país. Además, en el caso 
del profesor Ferrer Mac-Gregor, tiene también una gran presencia internacional, 
como conferenciante y catedrático universitario, y en tiempo más reciente también 
como juzgador interamericano.

La vocación de nuestro autor se perfiló muy temprano. Tanto, que a la conclu-
sión de sus estudios de licenciatura, en su natal estado de Baja California, fue re-
conocido y premiado como el alumno de Derecho más destacado de su generación 
en todo el país. También en sus estudios de grado, en especial en su doctorado en 
la Universidad de Navarra, fue acreedor a la máxima distinción académica por la 
calidad de sus aportaciones. Esos antecedentes explican que su tesis doctoral, La 
acción constitucional de amparo en México y España, haya sido publicada poco 
después de ser sustentada y premiada por el jurado de examen, y que hoy se encuen-
tre ya próxima a la quinta edición.

Casi otra veintena de libros y monografías acompañan a ese notable trabajo, 
más un centenar de artículos académicos, capítulos de libros y prólogos. Infati-
gable, estudia con dedicación y escribe con fruición. Además, el profesor Ferrer 
Mac-Gregor se da tiempo para ilustrar a los más variados auditorios de expertos. 
En no menos de una treintena de instituciones mexicanas y otras tantas extran-
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jeras ha sido escuchado y aplaudido. En Alemania, España, Francia, lo mismo 
que en Estados Unidos y Jamaica, o en Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Costa 
Rica, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Honduras, Panamá, Paraguay, Perú, Puer-
to Rico, República Dominicana y Uruguay, Eduardo Ferrer Mac-Gregor ha dado 
a conocer sus ideas con la elocuencia que es uno más de sus rasgos característicos. 
Habla sin afectación, con profundidad, de manera serena y convincente, con el 
rigor expositivo propio de quien domina a fondo su ciencia. 

Como si lo anterior no fuera bastante, a su intensa actividad académica, reali-
zada en buena medida como investigador del Instituto de Investigaciones Jurídicas 
de la Universidad Nacional Autónoma de México, suma su paso por la judicatura 
federal mexicana e interamericana. En la primera fue alto funcionario judicial de 
los tribunales colegiados y del tribunal electoral, y culminó su carrera como secre-
tario de estudio y cuenta de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. En el ám-
bito internacional primero fue juez ad hoc de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, y ahora es juez numerario.

También ha compaginado esas tareas académicas y jurisdiccionales con la par-
ticipación en proyectos de reformas constitucionales y legales, y con estudios y 
dictámenes acerca de cuestiones específicas relacionadas con la defensa y la pro-
moción de los derechos humanos en diversos países. 

Después de lo anterior parecerá ocioso decir que soy uno de los muchos admi-
radores de Eduardo Ferrer Mac-Gregor y que me siento muy orgulloso de ser su 
compañero de labores en el Instituto donde ambos somos investigadores. Lo digo, 
empero, porque también puedo afirmar, al conocerlo y gozar de su amistad, que si 
bien ya es poseedor de una obra consolidada, su talento y su capacidad de trabajo 
nos deparan más aportaciones valiosas en el futuro. 

Quien a su vez lea el jugoso estudio introductorio formulado por don Héctor 
Fix-Zamudio, advertirá también que el eminente maestro se siente muy satisfecho 
porque uno de sus más aventajados discípulos, y los tiene muchos, haya alcan-
zado la plenitud de la madurez intelectual e innove en un territorio doctrinario 
muy poblado por grandes inteligencias, a lo largo y ancho de nuestra América y de 
Europa. 

Disciplina joven, que hermana las preocupaciones y el método de las ciencias 
procesal y constitucional, el Derecho procesal constitucional es una de las más 
dinámicas elaboraciones jurídicas de nuestro tiempo. Asomarnos a los treinta y 
seis ensayos que componen este volumen es una forma de constatar la riqueza de 
esta fascinante materia.

Inspirado por las enseñanzas de nuestro maestro Fix-Zamudio e ilustrado por 
los frecuentes diálogos con mi querido colega y amigo Eduardo, me he acercado al 
conocimiento de la disciplina en la que maestro y discípulo dan cátedra a la par. 
Por eso, por ejemplo, hace tiempo propuse hablar de un Derecho procedimental 
parlamentario, como el conjunto de normas que regulan las relaciones de comuni-
cación, cooperación y control entre los congresos y los demás órganos del poder. 

El Derecho parlamentario está concernido con los aspectos propios de la or-
ganización y del funcionamiento de esos órganos de representación política, en 
especial de lo que atañe a su actividad legiferante. Pero la representación política 
es mucho más compleja que la sola tarea legislativa y las formas de interacción 
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institucional en las democracias contemporáneas suponen un haz de responsabi-
lidades reguladas que exceden con mucho lo que de manera tradicional se incluye 
en el Derecho parlamentario. Una parte importante de la relación política interor-
gánica está en los procedimientos políticos normados, que se traducen en formas 
de cooperación y de control.

Hay un aspecto en el que es necesario insistir, a propósito de las valiosas con-
tribuciones que contiene este volumen. El Derecho procesal constitucional, desde 
la perspectiva de los derechos humanos, presenta una enorme riqueza conceptual 
e institucional. Este solo fenómeno sería bastante para admitir que se trata de 
una disciplina indispensable para entender el constitucionalismo contemporáneo. 
Empero, hay otro factor que debe ser subrayado y que resulta como una de las con-
clusiones de las ilustradas e ilustrativas páginas que siguen: el Derecho procesal 
constitucional ha hecho posible el objetivo de hacer de la Constitución una norma 
jurídica.

En el correr del tiempo, como se puede apreciar en esta obra, se fueron perfi-
lando las diversas instituciones que llevaron a la configuración de esta disciplina 
de reciente cuño. Sugiero, a este respecto, estudiar con especial atención la primera 
parte del volumen, referida a la teoría general de la nueva ciencia. 

Un gran problema del constitucionalismo fue consolidar la Constitución mis-
ma como norma jurídica. Esto, que hoy parece una obviedad, no lo era hace toda-
vía pocas décadas, cuando incluso se solía distinguir entre las partes dogmática o 
programática de la Constitución y la orgánica. Durante décadas fue común aludir 
a la Constitución como programa, y en muchos países, entre ellos México, la nor-
ma suprema fue convertida en el destino favorito del discurso político. 

En principio parecería que el problema de la positividad de las constituciones 
es una contradicción, porque la norma que sirve de base a todo el resto del sistema 
normativo de un Estado es, por definición, norma jurídica. En efecto, un sistema 
normativo sólo puede ser el resultado de una norma jurídica anterior y superior; 
pero desde otro ángulo, el empírico, lo que se sabe y constata empíricamente es 
que en el largo itinerario seguido por casi todas las sociedades, las constitucio-
nes fueron avanzando, y pasaron de un ensamble de disposiciones jurídicas y de 
proclamas políticas al perfil que les corresponde como las normas fundamentales 
de cada sistema jurídico. Este suele ser el punto de arribada, pero no fue el de 
partida. 

Ni siquiera las que son consideradas como constituciones paradigmáticas se 
han librado, en alguna etapa de su evolución, de que algunas de sus disposiciones 
hayan sido meras expresiones nominales. De no haber sucedido así, no habrían 
requerido la presencia de tribunales activos para corregir los desvíos, ni habrían 
experimentado las demandas sociales de corrección. La discriminación, por ejem-
plo, contradijo el principio constitucional de igualdad en Estados Unidos durante 
casi dos siglos; en Gran Bretaña la corrupción electoral, todavía presente en los 
albores del siglo xx, no guardaba relación con lo dispuesto con el Bill of Rights, del 
siglo xvii; la estabilidad democrática postulada por sucesivas cartas fundamenta-
les francesas no se produjo sino hasta después de trece intentos fallidos; la cons-
trucción del constitucionalismo iberoamericano ha sido accidentado y muchas 
veces frustrante, pero no tiene la exclusividad de esas vicisitudes en el panorama 
mundial.
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El trayecto ha sido accidentado, pero es sintomático que la presencia de un 
robusto cuerpo de Derecho procesal constitucional haya contribuido a la homo-
geneización de los cuerpos constitucionales, incluyendo su positividad, en todos 
los casos en los que está involucrado el Derecho procesal constitucional y éste a su 
vez corresponde a una estructura normativa y no nominal. Allí donde la presencia 
de la jurisdicción constitucional obedece sólo a propósitos declarativos o incluso 
decorativos, el orden constitucional completo sigue siendo nominal; en cambio 
cuando esa jurisdicción forma parte de la norma y de la normalidad, el orden cons-
titucional alcanza, o tiende a hacerlo, la plenitud normativa.

Los argumentos de Eduardo García de Enterría y de Joaquim Gomes Cano-
tilho, por ejemplo, para mostrar las características de la constitución como norma 
jurídica o para denotar su función dirigente, implicaban la necesidad de institucio-
nes procesales eficaces que imprimieran validez a todo el conjunto de disposiciones 
que integran la norma suprema. Éste ha sido, sin duda, el objetivo de quienes con-
cibieron las bases y desarrollaron las instituciones que hoy configuran el Derecho 
procesal constitucional.

Para consolidar las constituciones como norma jurídica ha sido clave la juris-
dicción constitucional. Lo primero que los sistemas constitucionales procuraron 
fue limitar los excesos del gobierno absoluto, ante el que se erigió el sistema repre-
sentativo. El rasgo dominante del constitucionalismo en su fase inicial fue el forta-
lecimiento de la representación política, tanto así que en sus inicios se contempló 
como una desviación el denostado gobierno de los jueces, que además suponía 
una infracción al principio de separación de poderes. Debe tenerse presente que 
Montesquieu atribuyó un papel secundario a la judicatura.

En Estados Unidos la objeción más seria a la resolución en el caso Marbuy vs. 
Madison provino de los jeffersonianos, entre quienes los jueces carecían de legiti-
midad democrática para calificar e invalidar una ley aprobada por los represen-
tantes de la nación. Con argumentos parecidos las tensiones todavía subsisten en 
otros sistemas. Eso explica la lenta evolución, la declaración general de inconstitu-
cionalidad y la peligrosa tendencia a introducir normas de contenido reglamentario 
en las constituciones, que entre otros efectos negativos tiene el de limitar la libertad 
interpretativa de los jueces constitucionales. 

De ahí la importancia creciente que tienen los tratados internacionales. Por los 
imperativos de su negociación, esos acuerdos son redactados en un lenguaje más 
abstracto que las constituciones, lo que ofrece a cada parte suscriptora la posibili-
dad de entender lo que más le interesa o conviene. Los beneficiarios indirectos de 
las generalizaciones propias de la diplomacia son los justiciables, pues los juzgado-
res nacionales e internacionales gozan así de un espacio más holgado para ejercer 
sus facultades interpretativas.

Elaborar, desarrollar y consolidar la jurisdicción constitucional llevó mucho 
tiempo. El constitucionalismo contemporáneo surgió en el siglo xviii, en tanto que 
la expansión de la justicia constitucional es un fenómeno que cobró vigor a partir 
de la segunda posguerra mundial. Además, el Derecho interno de fuente interna-
cional, su recepción nacional y los correspondientes instrumentos jurisdiccionales 
supranacionales se robustecieron apenas en el último cuarto del siglo xx y se en-
cuentran aún en la etapa de consolidación en América Latina y su periodo germi-
nal en África. 
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Esta obra ofrece varias opciones de lectura. Una es la que corresponde a los 
cultores del Derecho procesal constitucional; otra la que hacemos quienes nos de-
dicamos al Derecho constitucional y a la teoría de la Constitución. Agrupar los 
ensayos que dan cuerpo a la obra fue un acierto del profesor Ferrer Mac-Gregor. 
Por más que los múltiples seguidores de su doctrina hayamos leído muchos de esos 
trabajos en diversos momentos, contar con los textos agrupados en cuatro grandes 
partes representa una gran ventaja para su estudio.

El autor nos previene en el sentido de que éste no es un libro sistemático. Em-
pero, este hecho no impide una lectura sistemática. El autor está consciente de 
que cada componente de la obra correspondió a un esfuerzo particular y atendió a 
una circunstancia específica. Ésta es la perspectiva que tiene quien concibió, in-
vestigó y desarrolló cada uno de los temas que conforman el volumen. Pero desde 
otro punto de vista, el lector encontrará que la sistematicidad del libro está en la 
amplia gama de ángulos desde los que puede ser contemplado el derecho procesal 
constitucional. 

Quien opte por sólo leer uno o algunos de los ensayos contenidos en la obra, 
puede estar seguro de que encontrará información muy amplia y análisis muy se-
sudos sobre los temas particulares que le hayan interesado; pero quien aborde la 
obra completa tendrá lo que nos indica el título de la obra: una visión panorámica 
de la materia. Esto es muy valioso para identificar los elementos constitutivos de 
la disciplina a la que se alude, así como las interacciones con el Derecho constitu-
cional.

En esta obra leemos, por ejemplo, que las garantías constitucionales son «los 
medios jurídicos, de naturaleza predominantemente procesal, que están dirigidos 
a la reintegración del orden constitucional cuando el mismo ha sido desconocido 
o violado por los propios órganos del poder, o de particulares o grupos de poder 
en posición de privilegio». En una primera aproximación podría decirse que las 
garantías así concebidas sólo tienen un efecto remedial, pero esto no es así; en los 
órganos del poder también generan un efecto inhibitorio que los lleva a tomar me-
didas para no exponerse a ser exhibidos en el terreno político o a ser derrotados en 
el ámbito jurisdiccional. De esta suerte las garantías procesales actúan también, 
por vía refleja, como garantías políticas de observancia de la Constitución. 

Otro aspecto relevante de la obra son los apuntamientos que su autor hace 
en cuanto a las orientaciones dominantes, inferidas de las experiencias jurídicas 
nacionales e internacional. Jurista avezado, Eduardo Ferrer Mac-Gregor sabe 
identificar las tendencias que se perfilan a partir de innovaciones legales, de tesis 
jurisdiccionales y de posiciones doctrinales. Además, suma sus propias propues-
tas, dictadas por su convicciones en materia de justicia, como cuando se refiere a 
ampliar el ámbito de protección de los derechos humanos o a modernizar el juicio 
de amparo, por ejemplo, o inspiradas por sus convicciones democráticas, como 
cuando postula restablecer en México los principios de responsabilidad política 
que ya estuvieron vigentes en la Constitución de 1857.

La riqueza de los temas abordados por el autor de la obra resulta muy sugerente 
para el constitucionalista. De los muchos temas que aborda y que podrán nutrir el 
debate futuro está lo relativo al acceso a la justicia. Es una cuestión preterida en la 
mayor parte de los sistemas constitucionales contemporáneos, sin advertir que su 
omisión está en la base de muchas expresiones desestructuradas de inconformidad 
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social. El acceso dificultado a la justicia traslada a la calle lo que bien podría aten-
derse en los tribunales, y va en detrimento de la cultura jurídica. 

Me detengo aquí. La tentación de proseguir en el diálogo con el autor me podría 
desviar del objetivo de estas palabras preliminares, que no es otro que el de dar la 
bienvenida a este rescate necesario de los ensayos que la componen. Cada ensayo es 
un producto de la inteligencia y del saber y entra, al fin, al nicho que lo preservará 
del tiempo.

Este libro, como todos los que se le parecen por la calidad de su contenido, será 
objeto de tantas lecturas como lectores tenga. Lápiz en mano, cada uno irá señalan-
do afinidades y diferencias, datos para recordar y aportaciones para registrar. Éste, 
como todos los buenos libros, está llamado a ser también un buen amigo, siempre 
dispuesto a darnos compañía y norte, sin jamás importunarnos. 

Si cada lector hace su lectura, yo he hecho la mía. Aunque conocía con antela-
ción varios de los textos aquí incorporados, la lectura del conjunto me ha brindado 
una experiencia enriquecedora. Es posible que muchos se acerquen a este volumen 
con el propósito de estudiar un asunto en especial; no quedarán defraudados, pero 
a todos recomiendo que si procuran una visión amplia del Derecho procesal cons-
titucional se den el tiempo necesario para recorrer uno a uno los capítulos que 
siguen. 

No es un mérito menor de esta obra el estilo elegante y pulcro de su autor. La 
precisión de los conceptos jurídicos es más que un afán literario; es una responsa-
bilidad científica, porque el Derecho es un conjunto de palabras con poder. El buen 
uso de la palabra, por el legislador, por el juzgador, por el administrador y desde 
luego por el jurista, es un atributo esencial para cumplir con esa responsabilidad.

Estamos ante un texto llamado a perdurar. Veremos muchas ediciones de lo 
que hoy aparece reunido por primera vez. Por mi parte agradezco mucho a mi ad-
mirado y querido colega y amigo por haberme dado la oportunidad de disfrutar de 
la lectura y relectura de esta obra en la fase previa a su edición definitiva. 

Diego Valadés

Investigador del Instituto de Investigaciones Jurídicas 
de la Universidad Nacional Autónoma de México

Ciudad Universitaria, mayo de 2013
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ESTUDIO INTRODUCTORIO

Me es muy grato redactar unas líneas de introducción al nuevo libro del 
doctor Eduardo Ferrer Mac-Gregor Poisot, joven pero ya destacado colega 
del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma 
de México y actualmente juez de la Corte Interamericana de Derechos Huma-
nos, cargo que tuve el privilegio de desempeñar en una etapa temprana de di-
cho tribunal internacional (1986-1997) y que con posterioridad ocupó nuestro 
también ilustre colega del propio Instituto, el doctor Sergio García Ramírez 
(1998-2009).

En los años que serví como como juez interamericano en la década de los 
ochenta y noventa del siglo pasado, los casos que resolvía la Corte eran escasos, 
muy distinto a la actividad que ahora realiza al haberse incrementado notoria-
mente los asuntos contenciosos, lo que implica un sacrificio personal para los 
jueces que en su mayoría no radican en la sede del tribunal, tienen que estudiar 
desde sus respectivos países un número considerable de asuntos y luego trasla-
darse a Costa Rica para participar en las sesiones ordinarias y extraordinarias 
correspondientes, situación muy distinta es la que sucede en el Tribunal de Es-
trasburgo; en esa Corte Europea, los jueces se dedican tiempo completo a su 
actividad jurisdiccional y radican de manera permanente en su sede, a la vez que 
cuentan con recursos personales y económicos muy superiores a los de la Corte 
Interamericana. 

Por lo anterior, es que debe destacarse el esfuerzo del doctor Ferrer Mac-
Gregor, al combinar sus amplias labores de investigación y docencia universi-
taria en México, con la de juez internacional, lo cual no es una tarea sencilla. El 
presente volumen, que recoge más de treinta estudios jurídicos dedicados a la 
dinámica disciplina del Derecho Procesal Constitucional, materia que ha tenido 
un desarrollo muy destacado especialmente en Latinoamérica y que el autor ha 
venido cultivando con especial intensidad, desde su tesis doctoral realizada en 
España y publicada en el año 2000 en México por la editorial Porrúa, bajo el títu-
lo de La acción constitucional de amparo en México y España. Estudio de derecho 
comparado, que alcanzó cuatro ediciones posteriores. 
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En efecto, esta disciplina ha provocado numerosas reflexiones en los últimos 
años, especialmente por los juristas latinoamericanos, motivando que se discu-
ta tanto por procesalistas como constitucionalistas sobre su naturaleza, meto-
dología, sectores y contenido, lo que ha provocado que incluso se distinga esa 
denominación con otras connotaciones que en ocasiones suelen utilizarse como 
sinónimos de la misma, utilizando indistintamente los vocablos control, defen-
sa, justicia o jurisdicción, todas ellas con el calificativo de constitucional, para 
referirse en general y con frecuencia de manera indiscriminada, para calificar 
los diversos instrumentos de solución de conflictos derivados de la aplicación 
de normas constitucionales. En mi concepto, aun cuando en apariencia puede 
estimarse como un problema exclusivamente semántico, en realidad considero 
que posee repercusiones importantes en el enfoque metodológico con el cual se 
aborda la materia. 

Si se analizan estos vocablos de manera cuidadosa, no obstante que se uti-
lizan como equivalentes, entre estas denominaciones existen matices y modali-
dades. En primer lugar, el control es un nombre genérico con una significación 
muy amplia, pues comprende toda clase de instrumentos que se utilizan para 
lograr la efectividad de la normativa constitucional y pueden asumir naturaleza 
política, económica o social. La defensa constitucional abarca tanto mecanis-
mos de protección o preventivos, para lograr el funcionamiento equilibrado y 
armónico de los diversos órganos del poder, como los medios de carácter ins-
trumental para resolver los conflictos que se presentan cuando los primeros son 
desconocidos o infringidos. A su vez, justicia constitucional, se refieren a instru-
mentos jurídicos predominantemente procesales utilizados para la solución de 
conflictos surgidos de la aplicación de normas constitucionales.

En cierto sentido, el término jurisdicción constitucional se refiere a los tri-
bunales especiales que tienen como función esencial resolver controversias de-
rivadas de la ley fundamental, así como los procedimientos necesarios para el 
planteamiento y resolución de estos conflictos. 

La denominación contemporánea de Derecho procesal constitucional, que 
da título a esta obra y contiene estudios muy valiosos sobre este sector, se ha 
difundido rápidamente en la doctrina particularmente latinoamericana; si bien 
no es aceptada universalmente, la misma no se opone a los vocablos justicia o 
jurisdicción constitucionales, que prefieren denominar un sector de los autores, 
especialmente europeos. En efecto, el Derecho procesal constitucional se refiere 
a la disciplina, como rama reciente y especializada del Derecho procesal general, 
comprendida por la teoría o doctrina del proceso o del Derecho procesal, que tiene 
como objeto de estudio a los conceptos contenidos en las últimas denominaciones 
mencionadas. En consecuencia, se puede sostener que la diferencia entre la justi-
cia o jurisdicción constitucionales con el Derecho procesal constitucional, radica 
en que las primeras forman parte de la normatividad y el segundo constituye 
una disciplina científica y puede entenderse, según se ha sostenido anteriormente, 
como una rama del Derecho procesal general cuyo contenido está formado por la 
jurisdicción, los procesos y procedimientos, así como por los organismos judicia-
les encargados de la solución de los conflictos de carácter constitucional. 

Por tanto, resulta evidente que el enfoque que utiliza el Derecho procesal 
constitucional radica en su vinculación con la teoría o doctrina general del 
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proceso o del Derecho procesal, como acertadamente lo utiliza el doctor Fe-
rrer Mac-Gregor en los valiosos ensayos contenidos en el presente volumen, 
sin desconocer los vínculos estrechos que tiene especialmente con el Derecho 
constitucional y el Derecho internacional de los derechos humanos. En España, 
es pertinente destacar la opinión del distinguido procesalista Jesús González 
Pérez, quien fue uno de los primeros tratadistas en utilizar la expresión derecho 
procesal constitucional con esta precisión metodológica, en cuanto afirmó que: 
«... sólo empleando la técnica propia del Derecho procesal podrán replantear-
se correctamente y en consecuencia, resolverse felizmente los problemas que 
plantean las normas reguladoras del proceso constitucional...» (Derecho procesal 
constitucional, Madrid, Civitas, 1980, pp. 50-51). 

También resulta conveniente destacar que el Derecho procesal constitucio-
nal, en su carácter de disciplina procesal que tiene por objeto de conocimiento 
la justicia o la jurisdicción constitucionales, ha logrado un desarrollo especta-
cular en la doctrina latinoamericana de los años recientes, de manera que ha 
propiciado la creación de cátedras, cursos, simposios y congresos nacionales e 
internacionales, así como instituciones de investigación como el Instituto Ibero-
americano de Derecho Procesal, promovido por el muy reconocido constitucio-
nalista argentino Néstor Pedro Sagüés, quien actualmente lo preside con gran 
dinamismo y en cuya organización participan muy destacados cultivadores de 
esta disciplina, como los conocidos juristas Domingo García Belaunde, de Perú; 
Rubén Hernández Valle, de Costa Rica; Humberto Nogueira Alcalá, de Chile; 
Osvaldo Alfredo Gozaíni, de Argentina; Francisco Fernández Segado y Pablo 
Pérez Tremps, de España; Allan R. Brewer Carías y Carlos Ayala Corao, de 
Venezuela, por sólo mencionar algunos de sus destacados integrantes y donde 
también figura el doctor Ferrer Mac-Gregor. Este Instituto ha celebrado hasta 
la fecha VIII Encuentros Iberoamericanos, el último, en Cádiz, España, el año 
pasado. Un evento emblemático por cumplirse doscientos años de la Constitu-
ción gaditana.

Asimismo, desde 2004, el Instituto referido publica de manera semestral la 
Revista Iberoamericana de Derecho Procesal Constitucional, con dieciocho núme-
ros hasta la fecha y que precisamente dirige el autor de esta obra, quien también 
preside el Instituto Mexicano de Derecho Procesal Constitucional desde su fun-
dación en 2004, el que ha efectuado hasta la fecha seis congresos nacionales, el 
último recientemente realizado en este año de 2013 en la Ciudad de Toluca, con 
la temática del «Derecho procesal constitucional local», sector de esta disciplina 
que ha adquirido un dinamismo especial en la última década, al crearse diversas 
garantías y magistraturas en las Constituciones de las Entidades Federativas 
mexicanas. También, debe destacarse que el autor dirige con acierto la Bibliote-
ca Porrúa de Derecho Procesal Constitucional, colección muy valiosa que abarca 
más de ochenta números monográficos.

Este desarrollo tan dinámico de la disciplina del Derecho procesal consti-
tucional se advierte, además, en varios ordenamientos que se han expedido en 
nuestra región, con el propósito de unificar en un solo texto normativo los ins-
trumentos de protección de las normas constitucionales. Una de las legislacio-
nes más avanzadas en este campo es el Código Procesal Constitucional de Perú, 
publicado en la ciudad de Lima el 31 de mayo de 2004, con reformas posteriores, 
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y que ha tenido una aceptación y reconocimiento importantes, gracias al impul-
so que también desde la doctrina viene realizando desde hace mucho tiempo el 
muy destacado constitucionalista de ese país, el doctor Domingo García Belaun-
de. También debe mencionarse el recién publicado Código Procesal Constitucio-
nal de Bolivia, publicado mediante la Ley núm. 254, del 5 de julio de 2012, apa-
rentemente inspirado en el de Perú, pero es tan reciente que es preciso esperar 
para poder calificar sus efectos. La evolución ha continuado con posterioridad 
al establecimiento de leyes y códigos procesales especializados en la regulación 
del Derecho procesal constitucional, tendencia que también se advierte de ma-
nera acelerada tanto en la doctrina como en la jurisprudencia, especialmente la 
de Latinoamérica, pero también en Europa y otros países, no obstante que en el 
continente europeo tenía predominio el análisis de la «justicia constitucional», 
debido a que la materia ha sido analizada de manera preferente desde el punto 
de vista del derecho constitucional. 

Es su labor académica y de divulgación del Derecho procesal constitucional, 
el doctor Ferrer Mac-Gregor, siendo letrado de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación y miembro del Colegio de Secretarios de dicho tribunal, organizó el 
Primer Seminario de Derecho Procesal Constitucional, en la Ciudad de México 
los días 20 de septiembre al 1 de octubre del año 2000, en el cual participaron 
numerosos juristas tanto de México como de Latinoamérica. Con el material 
presentado en esa importante reunión académica, apareció en 2001 el volumi-
noso libro con el título precisamente de Derecho Procesal Constitucional. Se pu-
blicó una segunda edición a fines de ese mismo año. La obra despertó verdadero 
entusiasmo no sólo en México, sino también en el resto de los países de la re-
gión, de tal manera que se adhirieron a dicha publicación numerosos juristas, 
especialmente de Iberoamérica, pero también de otros países, por lo que se hizo 
necesaria una tercera edición en el año 2003, que apareció en tres volúmenes y 
finalmente en cuatro volúmenes, la cuarta y la quinta en 2005 y 2006, respecti-
vamente, con reimpresiones posteriores, con gran éxito en México y muchos paí-
ses de nuestra región, contribuyendo a la difusión de esta disciplina gracias al 
esfuerzo colectivo de importantes juristas latinoamericanos e iberoamericanos, 
entre los que se encuentra el autor de esta obra Eduardo Ferrer Mac-Gregor.

En cuanto al contenido del presente volumen, el autor la divide en cuatro 
partes. En la primera, dedicada a la teoría general y a lo que denomina como 
forjadores del Derecho procesal constitucional, analiza precisamente las etapas 
históricas y los fundamentos de la disciplina. El autor estima que existe una 
etapa fundacional del Derecho procesal constitucional entre los años de 1928 
y 1956, iniciando por las aportaciones de Kelsen en su influyente trabajo sobre 
«La garantía jurisdiccional de la Constitución (La justicia constitucional)», pu-
blicado en la Revista Francesa de Derecho Público y Ciencia Política, en 1928, 
donde expone los lineamientos básicos en los cuales condensa sus ideas sobre la 
necesidad de una jurisdicción constitucional y de su organismo, la Corte Cons-
titucional de la Carta Federal Austriaca (1920-30) que promovió y de la cual 
fue magistrado durante varios años. Dicho estudio tuvo una gran influencia en 
los siguientes años con la polémica con Carl Schmitt sobre quién debería ser el 
guardián de la Constitución, y que a la postre prevalecieron las ideas de Kelsen 
al extenderse los tribunales constitucionales en la mayoría de los países de la 
segunda posguerra. También, el autor analiza las aportaciones de Niceto Alcalá-
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Zamora y Castillo, que tuvieron una influencia decisiva en la función de la es-
cuela procesalista, y a quien puedo llamar mi padre académico. El autor analiza 
las aportaciones de Piero Calamandrei y Eduardo J. Couture, que, con distintos 
enfoques, desarrollan aspectos relevantes de la disciplina. Este último, proce-
salista uruguayo, influyó en el análisis sistemático de los elementos fundamen-
tales del Derecho procesal contenidos en las constituciones contemporáneas y 
que estimamos deben analizarse en una disciplina limítrofe denominada «De-
recho constitucional procesal», como una rama del derecho constitucional, que 
comprende tres aspectos esenciales: a) la jurisdicción, b) las garantías judiciales 
y c) las garantías de las partes. Y que debe distinguirse del «Derecho procesal 
constitucional», que tiene como objeto esencial el análisis de las garantías cons-
titucionales, es decir, los instrumentos fundamentalmente procesales dirigidos a 
la reintegración del orden constitucional, cuando el mismo ha sido desconocido 
o violado por los órganos del poder. Ambas disciplinas se entrecruzan constan-
temente, lo que requiere una colaboración de sus cultivadores. Y favorecido con 
la incorporación de los instrumentos internacionales de derechos humanos, se 
viene configurando la disciplina del «Derecho procesal internacional».

 Las tres restantes partes de la obra del doctor Ferrer Mac-Gregor se refie-
ren a los sectores o contenidos de la disciplina. Si bien se puede sostener que la 
mayoría de los estudiosos del Derecho procesal constitucional han llegado a la 
conclusión de que se trata de un sector del Derecho procesal general, y por ello 
vinculada la teoría o doctrina del proceso o del Derecho procesal, y no un sector 
del análisis del Derecho constitucional; al tratarse de una materia de fronte-
ra entre estas dos ramas del Derecho, existe incertidumbre del contenido de la 
misma, por lo que es comprensible que no sea sencillo determinar sus límites. 
El autor de la obra incluso se refiere a la posible convergencia o convivencia de 
posturas entre procesalistas y constitucionalistas. En cualquier caso, no debe 
perderse de vista que las divisiones que se han hecho de las ramas del Derecho 
no pueden considerarse como sectores estancos, sino clasificaciones doctrinales 
para poder profundizar ciertas instituciones jurídicas, pues en última instancia 
el Derecho es una unidad, pero tan extensa que, salvo el examen de su teoría ge-
neral o desde el punto de vista filosófico, es preciso dividirla cuando se trata de 
sectores del derecho positivo, para estar en aptitud de profundizar su análisis.

En este sentido, aun cuando no se ha llegado a una aceptación general en 
cuanto al contenido de la disciplina, la doctrina mayoritaria se ha adherido a la 
clasificación y la terminología tripartitas realizada por el insigne jurista italiano 
Mauro Cappelletti, lo que no impide que el Derecho procesal constitucional 
se analice en forma paralela desde el ángulo de otra trilogía adoptada por el 
Derecho procesal general, o sea, de acuerdo con la clásica división de acción, 
jurisdicción y proceso, que se aplica a todas las ramas de enjuiciamiento como 
categorías procesales básicas. Desde esta perspectiva, el autor engloba sus diver-
sos ensayos precisamente en las áreas que deben examinarse en el estudio del 
Derecho procesal constitucional, pudiendo dividirse en tres sectores: a) Juris-
dicción constitucional de la libertad; b) Jurisdicción constitucional orgánica, y 
c) Jurisdicción constitucional transnacional. 

A)  La jurisdicción constitucional de la libertad. Esta denominación que ha 
tenido una gran aceptación se inicia con una obra clásica del mismo Cappelletti 
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publicada originalmente en el año de 1955 (La giurisdizione costituzionale delle 
libertá, Milano, Italia, Giuffré, 1955) y que tuvimos el privilegio de traducir al es-
pañol, con la denominación La jurisdicción constitucional de la libertad (México, 
UNAM, 1961). Ha alcanzado gran desarrollo en los últimos años, ya que com-
prende a los abundantes y variados instrumentos jurídicos, predominantemente 
procesales, que se han establecido en unestra época con el objeto de tutelar los 
derechos humanos consagrados en los mismos ordenamientos, y a partir de la 
segunda posguerra, también consagrados en instrumentos internacionales, cada 
vez más numerosos, que además deben aplicarse con criterio progresivo. 

La complejidad creciente de estos instrumentos de tutela de los derechos 
fundamentales se debe al intenso desarrollo de los derechos humanos en los 
textos constitucionales, que se incrementa de manera constante con la ratifi-
cación y aprobación de los tratados de derechos humanos, que se incorporan a 
los ordenamientos constitucionales internos, como derechos humanos de fuente 
internacional, que por su gran extensión han dado origen a una nueva disciplina 
que adquiere cada vez más autonomía y que se puede calificar como «Derecho 
constitucional de los derechos humanos», en crecimiento continuo de manera 
paralela a la materia que se conoce como derecho internacional de los derechos 
humanos. 

Es difícil proporcionar un panorama al menos aproximado de las numerosas 
y complejas instituciones procesales y jurídicas que se han desarrollado en las 
cartas fundamentales de nuestra época, y si bien se pueden intentar varias cla-
sificaciones, resulta adecuada la que tiene su base en la distinción de los medios 
jurídicos de protección de los derechos humanos, de acuerdo con las tradiciones 
jurídicas y geográficas en las cuales se han originado. 

a)  En primer lugar, por su implantación en el tiempo se pueden destacar 
dos instrumentos originados en los países de la tradición angloamericana, y 
entre ellos el más antiguo es el conocido como habeas corpus (castellanizado 
como hábeas corpus o exhibición personal), ya que este mecanismo surgió en el 
Derecho medieval inglés con el objeto de proteger la libertad e integridad perso-
nales de los súbditos ingleses contra las detenciones indebidas de las autorida-
des administrativas, y que se podía interponer ante un juez o tribunal para que 
examinara la legalidad de la privación de la libertad, y en su caso, determinar la 
libertad del afectado. Este instrumento, establecido en un principio con nume-
rosas restricciones, se perfeccionó paulatinamente y se trasmitió al Derecho de 
las colonias (posteriormente países independientes), algunos de ellos asociados 
con la metrópoli por conducto de la Commonwealth. Al trasmitirse a las colonias 
americanas, fue reconocido por las constituciones de los Estados, y posterior-
mente, así sea de manera indirecta en la Constitución Federal, la que influyó en 
los ordenamientos latinoamericanos establecidos con posterioridad a su inde-
pendencia de España y Portugal, y también a ordenamientos constitucionales de 
otros países de Europa continental, y se ha convertido en la actualidad en una 
institución tutelar prácticamente universal, con pocas excepciones. 

b)  En la Constitución de los Estados Unidos de 1787 se introdujo de ma-
nera incipiente el principio esencial de la judicial review of legislation (que se 
conoce como revisión judicial de la constitucionalidad de las disposiciones le-
gislativas), de acuerdo con la cual los jueces, tanto locales como federales (y 
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como última instancia la Suprema Corte Federal), tienen la facultad y la obliga-
ción de desaplicar en cada caso concreto las normas generales que se opongan 
a la Carta Federal. Esta institución, también debido a la influencia de dicha 
Ley Fundamental norteamericana en las constituciones latinoamericanas, dio 
origen al juicio de amparo mexicano, que como es sabido se estableció primera-
mente en la Constitución del Estado de Yucatán de 1841, y posteriormente en el 
ámbito nacional en el documento expedido en mayo de 1847 con el nombre de 
Acta de Reformas (a la Constitución Federal de 1824), y consagrado definitiva 
en los artículos 101 y 102 de la Constitución Federal de 1857, que corresponden 
a los artículos 103 y 107 de la Carta Federal vigente de 1917. 

En estos tres documentos, además del sentido original de la impugnación 
de las disposiciones legislativas, se le agregó la protección respecto de actos 
concretos de cualquier autoridad que infringiesen los derechos individuales de 
los habitantes. El juicio de amparo mexicano se extendió con ese nombre en la 
mayoría de los ordenamientos latinoamericanos, a partir de los últimos dece-
nios del siglo xix y durante el siglo xx; esa denominación proviene de la tradi-
ción española, en la cual tiene el significado de instrumento jurídico de tutela y 
protección de los derechos de las personas, no solamente respecto de sus bienes, 
sino también en relación con sus derechos personales, pues si bien en su desa-
rrollo en Latinoamérica puede abarcar únicamente el hábeas corpus, también 
alcanza el conjunto de derechos humanos, e inclusive la violación de éstos por 
disposiciones legislativas. 

El nombre de juicio, recurso o procedimiento de amparo, como bien lo 
estudia el doctor Ferrer Mac-Gregor, ha tenido una amplia expansión entre 
los instrumentos de protección de los derechos humanos, ya que no sólo se ha 
consagrado en numerosas legislaciones latinoamericanas, con diversos moda-
lidades, sino que también se ha regulado con instituciones equivalentes, con 
denominaciones similares como mandado se segurança en Brasil (traducido al 
castellano como mandamiento de amparo); recurso de protección en Chile (en 
cuyo ordenamiento se utiliza la denominación de amparo para el hábeas cor-
pus), o acción de tutela en el ordenamiento colombiano. Además ha trascendido 
al Derecho español, tanto en la Constitución republicana de 1931, como en la ac-
tual de 1978, en su artículo 53; y se ha utilizado ese nombre como traducción al 
castellano de otros instrumentos equivalentes como el de las quejas constitucio-
nales ante los respectivos tribunales constitucionales de la Repúblicas Federales 
de Alemania y de Austria, y de cierta manera en la impugnación ante el tribunal 
Federal de Suiza. Así, tal denominación de amparo se ha incorporado a varios 
instrumentos internacionales en su versión al español, como en las Declaracio-
nes Americana y Universal de los Derechos Humanos (cuyas disposiciones han 
adquirido carácter imperativo); el Pacto de las Naciones Unidas sobre Derechos 
Civiles y Políticos y la Convención Americana, para calificar el instrumento que 
deben establecer los Estados parte para tutelar de manera efectiva los derechos 
humanos por conducto de un procedimiento sencillo y breve. 

c)  Asimismo, pueden situarse en este sector los organismos no jurisdic-
cionales de protección de los derechos humanos, que se inspiran en el modelo 
escandinavo del Ombudsman, institución que de acuerdo con el paradigma ori-
ginal está dirigido a proteger a los particulares contra los actos y resoluciones 
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de las autoridades administrativas que infringen sus derechos de legalidad, todo 
ello por medio de un procedimiento muy flexible de fácil acceso para los afec-
tados, por medio del cual se pretende resolver el conflicto por allanamiento o 
conciliación de las autoridades demandadas, y si ello no es posible, se realiza 
una investigación que culmina con una recomendación no obligatoria dirigida 
a las mismas autoridades, que si es aceptada, se convierte en obligatoria. Este 
paradigma escandinavo fue modificado al introducir este instrumento en las 
constituciones democráticas de Portugal (1976-1982) y de España (1978), que 
habían padecido largas dictaduras, por el Promotor de la Justicia y el Defensor 
del Pueblo, respectivamente. Ambos ordenamientos establecieron que el obje-
to esencial de este mecanismo de protección debía dirigirse esencialmente a la 
protección de los derechos humanos. Varios ordenamientos constitucionales de 
Latinoamérica se inspiraron particularmente por la institución española, con 
algunas modalidades y diversas denominaciones, pero la mayoría de ellas han 
adoptado el nombre de Defensor del Pueblo. 

B)  La jurisdicción constitucional orgánica está constituida por los medios 
procesales por conducto de los cuales los órganos gubernamentales afectados, y 
en ocasiones un sector minoritario de los legisladores, pueden impugnar actos y 
disposiciones normativas de otros organismos del poder que infrinjan o invadan 
las competencias territoriales o atribuciones de carácter horizontal o vertical, 
establecidas en las disposiciones constitucionales. Cuando el conflicto se refiere 
a la constitucionalidad de disposiciones legislativas asume un carácter abstracto 
(lo que la doctrina alemana califica como abstrakte Normenkontrolle), lo que 
significa que no surge en un proceso concreto y puede interponerse previamente 
o con posterioridad a la promulgación o entrada en vigor de la norma general 
impugnada, y la decisión respectiva asume efectos generales o erga omnes.

El doctor Ferrer Mac-Gregor analiza con acierto en este apartado no sólo 
la acción abstracta de inconstitucionalidad de normas generales, sino también 
los conflictos competenciales y de atribuciones entre los órganos de poder, las 
medidas cautelares en este proceso constitucional, así como los distintos efectos 
que producen las sentencias y su tipología. Asimismo analiza la cosa juzgada, 
sus efectos y el precedente en estos procesos constitucionales y las implicaciones 
de las omisiones legislativas.

Cabe aclarar que la división puramente conceptual entre las jurisdicciones 
orgánica y de la libertad no puede aplicarse de manera estricta en el desarrollo 
de la praxis de los citados mecanismos, ya que podemos citar el ejemplo sig-
nificativo del Consejo Constitucional francés, como un organismo establecido 
directamente para el examen de la constitucionalidad de las disposiciones gene-
rales aprobadas por el órgano legislativo, pero todavía no promulgadas (es decir, 
por conducto de un control de carácter preventivo), y dirigidas a la protección de 
las normas constitucionales que fijan las atribuciones y competencias de los ór-
ganos del poder, que se ha destacado esencialmente en la tutela de los derechos 
fundamentales; si bien debido a la reforma constitucional de 2005, el Consejo 
Constitucional francés ya tiene atribuciones de control a posteriori, lo que lo 
acerca materialmente a un genuino tribunal constitucional.

C)  El tercer sector es el denominado Jurisdicción constitucional transna-
cional, la cual ha ido adquiriendo un carácter supranacional. Aun cuando a pri-
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mera vista pudiera parecer extraño que esta categoría forme parte del Derecho 
procesal constitucional, que posee un carácter predominantemente interno, en 
años recientes, esta disciplina ha experimentado la influencia creciente y cons-
tante de la penetración y extensión de los conflictos constitucionales al campo 
supranacional, tanto en el ámbito del Derecho internacional en sentido estricto, 
como en el trasnacional de las normas de integración (de carácter intermedio 
entre el ámbito interno y el internacional en sentido estricto), mismas que re-
gulan a las comunidades que se han establecido de manera creciente; en un pri-
mer momento, únicamente en el terreno económico, y paulatinamente que han 
abarcado campos mucho más amplios de integración como la Unión Europea, y 
en nuestro continente las comunidades andina, centroamericana y del llamado 
Mercosur, cada una de las cuales ha establecido un tribunal especializado en 
dichas materias. 

En el campo del Derecho internacional en sentido propio, se observa un 
acelerado fenómeno que se ha calificado como la creciente internacionalización 
de las constituciones contemporáneas, y de manera específica en el campo del 
Derecho internacional de los derechos humanos, lo que implica una relación 
creciente ente la aplicación de disposiciones internas y de las que pertenecen al 
campo supranacional, algunas de las cuales forman parte directa del derecho 
nacional, por medio de mecanismos de incorporación al orden jurídico interno, 
por lo que deben considerarse como normas nacionales de fuente internacional. 
Por lo que se refiere a nuestra región, la mayoría de las Cartas Fundamentales 
latinoamericanas otorgan a los tratados de derechos humanos un nivel superior 
al Derecho nacional, e inclusive en algunos de ellos se les confiere el rango de 
normas constitucionales.

El doctor Ferrer Mac-Gregor aborda en varios de sus trabajos lo que la 
Corte Interamericana ha denominado como control de convencionalidad», y 
que incluso como juez ad hoc de dicho Tribunal Internacional desarrolla en un 
importante voto concurrente razonado. Este tipo de control ha tenido acepta-
ción progresiva en muchos países de la región, como sucedió, por ejemplo, en 
México, a través del cumplimiento de una sentencia del Tribunal Interamericano 
en el Caso Radilla Pacheco, lo que incluso llevó a la Suprema Corte de Justicia a 
la aceptación del control difuso de constitucionalidad, que tradicionalmente se 
había restringido por una interpretación constitucional. Esta apertura se debió 
también a la trascendental reforma constitucional de amparo y de derechos hu-
manos de junio de 2011, y que hasta el mes de abril de 2013 se aprobó la nueva 
Ley de Amparo que abrogó a la anterior de 1936, que reglamenta este proceso 
constitucional, que había sido un reclamo de la doctrina mexicana desde hace 
mucho tiempo. 

En este sector, el autor analiza igualmente otras sentencias condenatorias 
para el Estado mexicano, como el Caso Campo Algodonero, conocido como de 
los feminicidios de Ciudad Juárez, y el Caso de Castañeda Gutman. Asimismo, 
estudia las implicaciones de las obligaciones generales para los Estados parte 
que se derivan de los artículos 1.º y 2.º del Pacto de San José, el debido proceso 
de los pueblos y comunidades indígenas, la suspensión de garantías de confor-
midad con el artículo 27 de la propia Convención Americana y los efectos de la 
cosa juzgada internacional. 
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No es posible extenderse en mayores comentarios, pero basta la lectura de 
los párrafos transcritos para percatarse del desarrollo que ha experimentado 
el Derecho procesal constitucional en los últimos años, que se puede calificar 
de espectacular, lo que significa un avance para la regulación constitucional de 
los derechos humanos a nivel interno e internacional, y que el autor desarrolla 
con amplitud en los trabajos que integran la presente obra. Incluso, el autor 
se refiere a la dimensión local o estadual, como lo ha denominado y propuesto 
desde hace tiempo, y como se evidencia en México, especialmente a partir del 
año 2000, con la reforma a la Constitución del Estado de Veracruz, donde se han 
consagrado auténticas garantías a nivel local y que conocen distintas magistra-
turas estaduales, sean salas o tribunales constitucionales, o cuya competencia se 
atribuye a los Tribunales Superiores de Justicia, cuyo análisis ha sido destinado 
en el V Congreso Mexicano de Derecho Procesal, como lo señalamos con ante-
rioridad.

De esta manera, el doctor Ferrer Mac-Gregor parte de una primera parte 
que denomina teoría general y forjadores del Derecho procesal constitucional, 
agrupa sus ensayos en estas cuatro dimensiones de la disciplina, es decir, en el 
Derecho procesal constitucional de la libertad, orgánico, supranacional y local. 
En muchos de los trabajos se advierte la utilización del método histórico com-
parativo lo cual es un acierto para entender las instituciones que comprenden 
esta compleja disciplina. En efecto, el método histórico comparativo permite 
un análisis detenido en el tiempo y en el espacio, donde se puede comprender 
la evolución que han experimentado hasta su configuración contemporánea y 
las relaciones e influencias por las instituciones similares en distintos países, 
especialmente en la actualidad donde los tradicionales modelos de justicia cons-
titucional no permanecen en un estado puro, al ser actualmente la mayoría de 
los sistemas de carácter mixtos.

Esta Panorámica del Derecho procesal constitucional y convencional que nos 
ofrece nuestro estimado colega del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la 
UNAM y juez internacional, publicada por la prestigiosa editorial Marcial Pons 
de España, y para la que tengo el privilegio de redactar estas breves y superficia-
les líneas, es una importante contribución a la consolidación científica de esta 
apasionante, compleja y dinámica disciplina jurídica.

Héctor Fix-Zamudio

Investigador Emérito del Instituto de Investigaciones Jurídicas 
de la Universidad Nacional Autónoma de México

Ciudad Universitaria, mayo de 2013
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I.    APROXIMACIÓN AL DERECHO PROCESAL 
CONSTITUCIONAL *

1.    CONCEPTO

Es la disciplina jurídica que se encarga del estudio sistemático de la juris-
dicción, magistratura, órganos y garantías constitucionales, entendiendo estas 
últimas como los instrumentos predominantemente de carácter procesal diri-
gidos a la protección y defensa de los valores, principios y normas de carácter 
fundamental (procesos y procedimientos constitucionales).

2.    NATURALEZA

En la actualidad se advierten dos posturas dominantes sobre la naturaleza 
del Derecho procesal constitucional: 1) La europea, que sin entrar en el deslinde 
con el procesalismo científico la considera parte de estudio de la ciencia consti-
tucional con la denominación mayoritaria de «justicia constitucional», y 2) La 
latinoamericana, que defiende su autonomía científica con dos vertientes: a) «au-
tonomía mixta», al estimar que deben considerarse los principios, institucio-
nes, metodología y técnicas del Derecho constitucional y del Derecho procesal, y 
b) «autonomía procesal», que partiendo de la teoría general del proceso, estima 
deben construirse sus propias categorías, principios e instituciones, si bien con 
un acercamiento importante al Derecho constitucional. Esta última postura es 
la más aceptada y la que se ha ido paulatinamente consolidando. Bajo esta pers-
pectiva, si bien se parte en considerarla como una disciplina procesal autónoma, 
los vasos comunicantes con el Derecho constitucional son intensos, incluso con 
mayores proyecciones que las demás ramas procesales respecto a las materias 
sustantivas (procesal civil o procesal penal, respecto al Derecho civil o penal, por 
ejemplo), debido a que sus categorías esenciales suelen encontrarse en la propia 

*  Publicado en M. Carbonell, Diccionario de Derecho Constitucional, 3.ª ed., México, Porrúa, 
2009, t. I, pp. 438-448. 
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ley fundamental, teniendo como objeto genérico la supremacía constitucional 
(además de otros específicos como la defensa de los derechos fundamentales, así 
como la protección de atribuciones y normas constitucionales).

El objeto de estudio de ambas corrientes, sin embargo, se aproxima a tal 
grado que en ocasiones parece ser el mismo y todo depende del enfoque con el 
cual se analice. En este sentido, desde la mejor dogmática contemporánea se 
han realizado esfuerzos muy serios para iniciar el deslinde de las ciencias pro-
cesal y constitucional, con respecto al «Derecho procesal constitucional». Por 
una parte, Fix-Zamudio, apoyándose en las ideas de Couture sobre las garantías 
constitucionales del proceso civil, elaboró (desde la década de los setenta del 
siglo pasado) la tesis relativa a la existencia de una nueva disciplina limítrofe 
denominada «Derecho constitucional procesal» (como parte del Derecho cons-
titucional) que comprende aquellas instituciones procesales elevadas a rango 
constitucional. Esta postura fue trazada para delinear lo que es propiamente 
objeto de estudio del «Derecho procesal constitucional» (como rama procesal), 
de aquella que corresponde a la ciencia constitucional. La distinción ha sido 
acogida por varios juristas no sin ciertas dudas por un sector de la doctrina. 
El propio Fix-Zamudio también distingue entre las connotaciones de «justicia 
constitucional» y «Derecho procesal constitucional». Considera que no son in-
compatibles y más bien resultan complementarios en la medida que la «justicia 
constitucional» se refiere al conjunto de instrumentos tutelares que conforman 
el contenido del «Derecho procesal constitucional», siendo esta última la disci-
plina científica que los estudia.

Desde la perspectiva del Derecho constitucional y particularmente de la jus-
ticia constitucional, varios constitucionalistas destacados identifican al Derecho 
procesal constitucional con las funciones procedimentales que realizan los Tri-
bunales Constitucionales. P. Häberle lo define como «el Derecho procesal autó-
nomo del Tribunal Constitucional constituido por la Constitución o del Tribunal 
al que se confían sus funciones». Este autor distingue «entre el Derecho procesal 
constitucional en sentido estricto, que abarca desde su inicio (por medio de peti-
torios) hasta su terminación (incluyendo las posibles órdenes de ejecución-efec-
tos de la sentencia), y el Derecho procesal constitucional en sentido amplio, que 
incluye también la elección del juez constitucional y las posibles regulaciones en 
la formulación de un voto singular». Con distinto enfoque, aunque también vin-
culado a la actuación procedimental de la Corte Constitucional, G. Zagrebelsky 
reconoce la existencia de un Derecho procesal constitucional sui generis «que 
comprenda en sí pluralidad de perspectivas, que deben reconstruirse alrededor 
de bienes jurídicos múltiples. Un Derecho procesal capaz de comprender las 
razones no siempre coincidentes de la tutela subjetiva de los derechos constitu-
cionales, pero también las razones de la tutela objetiva de la Constitución».

3.  �  DESARROLLO HISTÓRICO

El Derecho procesal constitucional comprende dos realidades: el fenómeno 
histórico social y su estudio científico.

Desde la primera perspectiva, se comprende el análisis de los instrumentos 
jurídicos de protección de los derechos humanos o de altos ordenamientos, así 




